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En el Informe Jurídico se analiza un procedimiento administrativo cuya denuncia 
fue interpuesta ante la Comisión de Protección al Consumidor de INDECOPI, por 
el señor Enrique Alberto Martin Sangalli Merino contra la empresa de vehículos 
SkBerge Perú por presunta infracción a los artículos 18° y 19° de la Ley 29571, 
Código de Protección y Defensa del Consumidor.  
El denunciante refiere que la empresa le habría vendido un vehículo con 
presuntos desperfectos en el sistema de airbag, ya que cuando sufrió un severo 
accidente con su vehículo, dicho sistema no se activó, evento que puso en riesgo 
su vida y razón por la cual interpuso la presente denuncia.  
Por su parte, SkBerge Perú argumento que la denuncia incoada debe ser 
declarada improcedente por los siguientes fundamentos: (i) por una inexistencia 
de relación de consumo ya que no cuenta con calidad de proveedora, (ii) el 
denunciante no es el propietario ni quien adquirido el vehículo y (iii) la denuncia 
fue presentada a título personal por el señor Enrique Alberto Martin Sangalli 
Merino, mas no por el propietario.  
En el transcurso del procedimiento, la Comisión de Protección al Consumidor 2 
Sede Central dispone la incorporación de la señora Norma Merino Martínez al 
procedimiento como parte coodenunciante y a las empresas South Pacific y 
Limautos como parte denunciada.  
El expediente analizado contiene materias jurídicas relevantes tales como el 
concepto de consumidor y proveedor, relación de consumo, deber de idoneidad, 
debido procedimiento, motivación medidas correctivas, entre otros.  
La Comisión de Protección al Consumidor N° 02 Sede Central resolvió declarar 
Improcedente la denuncia contra las empresas SkBerge Perú y contra la 
empresa Limautos Automotriz al haberse comprobado que las mencionadas 
empresas no tuvieron participación en la importación, ni en la comercialización 
del vehículo; por otro lado, declaró Fundada la denuncia interpuesta contra la 
empresa South Pacific, por presunta infracción a los artículos 18° y 19° de la Ley 
29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor; ordenó medida 
correctiva de oficio el pago de la multa de 3 UIT y de las costos y costas del 
procedimiento.  
La Sala Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI resolvió el 
recurso de apelación interpuesto por el denunciado y Revocó la resolución 
emitida por la Comisión que declaró Fundada y reformulándola declaró 
Infundada la denuncia. 
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I. RELACION DE LOS HECHOS  

 

1.1. Denuncia  

Con fecha 15 de enero del 2014 ENRIQUE ALBERTO MARTIN SANGALLI 

MERINO interpone una denuncia contra la empresa de vehículos SKBERGE, 

solicitando una sanción a la empresa denunciada, además que se le entregue 

un auto nuevo y el respectivo pago de costos y costas del procedimiento por 

presunta infracción al Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

Fundamentos de hecho 

➢ Señaló que el día 08 de diciembre del 2014 tuvo un severo accidente en su 

auto MG, modelo MG3, año 2011, con placa de rodaje COS-206 y con 13 000 

KM, en el cual las bolsas de aire del carro no se abrieron, lo cual puso en 

riesgo su vida, hecho por el cual interpone la denuncia, siendo que ellos le 

vendieron el auto. 

➢ Señaló que ha realizado varios pedidos a la empresa por correo electrónico 

y llamadas por dicho incidente, sin que se le brinde solución alguna; y que, 

finalmente con fecha 20 de diciembre del 2013 la empresa denunciada envía 

un técnico al taller Mega Autos, taller donde ingresó su auto, mismo que 

afirmó que el vehículo no tenía sensores para que en caso de un choque las 

bolsas de aire se abrieran; sin embargo, el denunciado no aceptó la 

responsabilidad de dicho hecho. 

Medios probatorios 

➢ Parte policial del accidente ocurrido el día 8 de diciembre del 2013 

➢ Descargo hecho sobre el accidente de tránsito 

➢ Informe médico del accidente  

➢ Carta simple de fecha 23 de diciembre del 2013 

➢ Carta de respuesta de la empresa Sk Berge 

➢ Carta notarial de fecha 3 de enero enviada a la empresa denunciada 

➢ Presupuesto respecto a las piezas y partes del auto 

➢ Fotografías del accidente 

 

1.2. Resolución que admite a trámite la denuncia 

Con fecha 31 de enero del 2014, la Comisión de Protección al Consumidor emitió 

resolución a través del cual admite a trámite la denuncia por la presunta 

infracción al artículo 18° y 19° de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, en tanto el denunciado habría puesto a disposición del 

denunciante un vehículo con presuntos desperfectos en el sistema de airbag, ya 

que cuando sufrió un accidente con dicho vehículo dicho sistema no se activó. 



En consecuencia, correr traslado a la denunciada para que presente su descargo 

en el término de 5 días hábiles bajo apercibimiento de ser declarado rebelde. 

Con fecha 14 de febrero del 2014, SKBERGÉ PERU S.A.C solicita una prorroga 

de 5 días hábiles a efectos de formular sus descargos, en virtud del artículo 41 

del Decreto Legislativo N° 807. 

1.3. Descargos 

 

Con fecha 5 de marzo del 2014 SKBERGÉ PERÚ debidamente representada 

contesta la denuncia incoada solicitando que la misma sea declarada 

improcedente por las siguientes razones: 

 

Fundamentos de hecho 

 

➢ Señaló que la denuncia es improcedente por falta de legitimad pasiva por una 

inexistencia de relación de consumo, esto debido a que no integran ninguna 

clase de relación sustantiva con el denunciante. Asimismo, que no tuvieron 

intervención alguna en la venta del vehículo referido, por lo que cualquier 

desperfecto de dicho coche no se le puede atribuir. 

➢ Señaló que debido a ello no cuenta con calidad de proveedora, ya que el 

objeto social de su sociedad no es la venta o comercialización de vehículo, 

siendo que prestan servicios de administración y asesoramiento a diversas 

compañías respecto a sus actividades empresariales. Manifestó que por ello 

no concurren lo elementos de consumo para que cuente como calidad de 

proveedor respecto a la denunciante. 

➢ Que la denuncia también es improcedente por falta de legitimidad activa del 

denunciante toda vez que él no es quien adquirió el vehículo, ni tampoco es 

el propietario conforme se aprecia en la manifestación policial presentado por 

la denunciante. Señaló que la denuncia fue presentada por el señor Sangalli 

a título personal, mas no del propietario. 

 

1.4. Absolución de traslado 

  

Con fecha 15 de abril del 2014 Alberto Sangalli Merino, frente al escrito de 

descargos procede a absolver dicho traslado en base a los siguientes 

fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho 

 

➢ Señaló que lo manifestado por la denunciada resulta falso, toda vez que la 

misma empresa forma parte de un conglomerado de tres empresas, siendo 

que están vinculadas compartiendo mismo domicilio fiscal, así como diversos 

representantes legales. 

➢ Señaló que con respecto a su falta de legitimad para obrar activa, cuenta con 

poder amplio para representar a su madre (titular del vehículo). Asimismo, 

señaló que el Código de Protección al Consumidor ha establecido que 



consumidor es toda persona natural o jurídica que adquiere, utiliza o disfruta 

como destinatario final de un producto o servicio, en beneficio propio o de su 

grupo familiar o social, actuando así en un ámbito ajeno a una actividad 

empresarial o profesional. 

➢ Señaló que, en base a ello, su persona también calza como consumidor ya 

que es una persona natural que usa y disfruta como destinatario final, además 

de ser apoderado de su madre. 

➢ Señaló que la empresa denunciada se configura como importadora, 

prestadora y distribuidora por lo tanto es un proveedor en virtud del artículo 

IV del Título Preliminar en el inciso 2) del Código de Protección al 

Consumidor. Así mismo señaló que al ser un conglomerado con otras dos 

empresas, las tres deben responder de forma solidaria por el desperfecto de 

las bolsas de aire. 

 

1.5. Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor  

 

Con fecha 26 de mayo del 2014, la Comisión de Protección al Consumidor en 

base al escrito de contestación y absolución de la misma, emite resolución donde 

consigan lo siguiente: 

➢ En base al artículo 75 de la Ley 27444, la Secretaria Técnica se encuentra 

facultada para encausar el procedimiento, ante cualquier omisión de los 

administrados, para lo cual puede incorporar de oficio a aquellos proveedores 

que presumiblemente hayan podido cometer una infracción a las normas de 

protección al consumidor; en base a ello determinan incluir a las empresas 

SOUTH PACIFIC y LIMAUTOS como parte denunciada en razón de una 

supuesta responsabilidad respecto a los hechos imputados. 

➢ Correr traslado de la denuncia y todo lo actuado en el procedimiento a las 

empresas antes mencionadas para que de conformidad con el artículo 26 del 

Decreto Legislativo N° 807, presenten sus descargos en un plazo no mayor 

de 5 días hábiles, bajo apercibimiento de decláreseles rebeldes. 

 

Posteriormente luego de un pedido de prórroga de ambas empresas el 5 de junio 

del 2014, se procedió a la contestación de la denuncia. 

 

1.6. Contestación de la denuncia por parte de Limautos Automotriz 

 

Con fecha 09 de junio del 2014, Limautos presentó escrito de contestación de la 

denuncia solicitando que la misma sea declarado infundada. 

 

Fundamentos de hecho 

➢ Señaló que el vehículo materia de denuncia no ha sido vendido por la 

empresa, tal como consta en la boleta de venta N° 001-0000534 y en los 

documentos que ha presentado el propio denunciante referidos a que el 

vehículo fue adquirido por la empresa South Pacific. 

 



➢ Señaló que dicho vehículo no fue importado por la empresa tal como consta 

en los documentos de importación respectivos adjuntados, por lo que resulta 

falso que haya participado en la importación y comercialización del vehículo. 

➢ Señaló que la única intervención ha sido prestar servicio de mantenimiento y 

correctivos, mismos que se detallan en las ordenes de trabajo que se 

adjuntan, siendo que los mismos servicios fueron entregados a entera 

satisfacción del cliente y no tiene relación alguna con los airbags. 

 

1.7. Contestación de la denuncia por parte de South Pacific Motor Perú 

S.A.C 

 

Con fecha 11 de junio del 2014, South Pacific presenta su escrito de descargos, 

solicitando que la misma sea declarada improcedente o infundada, en base a los 

siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho 

 

➢ Señaló que la denuncia es improcedente debido a que el denunciante no es 

el propietario del vehículo, por lo que dicha persona no integra una relación 

de consumo con la empresa ya que no cuenta con su calidad de consumidor. 

➢ Señaló que una correcta lectura de la norma respecto a la noción de 

consumidor especifica que el consumidor es aquel que adquiere, utiliza y 

disfruta como destinatario final un producto o servicio, siendo evidente que 

en el presente caso el denunciante no es quien ha adquirido el vehículo, por 

lo que no califica de consumidor. Señaló que el despacho tendrá que 

considerar que las denuncias que tenga como pretensión la protección de 

intereses de quienes no pueden ser consideradas consumidores, deben ser 

declaradas improcedente. 

➢  Señaló también que en una relación de consumo se genera una ocasión y 

en el momento en que un consumidor materializa un contrato, por lo que en 

el presente caso el denunciante no es quien adquirió el vehículo. 

➢ Señaló que, con respecto a los hechos imputados, no todo impacto que sufra 

un vehículo ocasiona necesariamente el despliegue del sistema airbag, ya 

que el airbag frontal se activa solo ante colisiones frontales severas. Señaló 

que con respecto que la necesidad de una colisión frontal severa a efectos 

de activar el sistema airbag ha sido ya objeto de pronunciamiento por 

Indecopi. 

➢ Señaló que, para el presente caso, las características del accidente no 

hicieron necesaria la activación de airbags y pretensores. Por lo que las 

fuerzas implicadas en el accidente no han sido suficientes en el sistema SRS 

como umbral de disparo de los airbags, motivo por el cual los mismos no han 

sido activados, según lo analizado en el anexo 5 de la denuncia. 

➢ Señaló que, con respecto al funcionamiento de la bolsa de aire, este no 

depende de la velocidad, sino del tamaño del objeto con el que se colisione, 

el ángulo del impacto y la tasa de cambio de velocidad. 

 



Con fecha 1 de julio del 2014, la Comisión del Protección al Consumidor, 

mediante resolución N° 8 requiere al denunciante que el plazo de 3 días hábiles 

cumpla con indicar si la denuncia fue efectuada a nombre propio y/o en 

representación de la señora Norma Merino Martínez y que en caso de que 

represente a su madre deberá acreditar las facultades expresas otorgadas por 

dicha persona. Este hecho fue absuelto por el denunciante con fecha 7 de julio 

del 2014, misma fecha en la que se apersonó al procedimiento la señora Norma 

Merino Martínez como codemandada, ratificando todos los fundamentos 

expresados en el escrito de denuncia. Y mediante resolución N° 9 se incorpora 

a la señora Merino como codemandada y se corre traslado a las partes del 

procedimiento. 

  

1.8. Resolución Final N° 2175-2014/CC2 de la Comisión de Protección al 

Consumidor 

 

Con fecha 11 de septiembre del 2014, la Comisión de Protección al Consumidor 

emite resolución final en la que declara lo siguiente: 

➢ IMPROCEDENTE la denuncia interpuesta por presunta infracción a los 

artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor en 

contra de la empresa SkBerge Perú y contra de la empresa Limautos 

Automotriz. 

➢ FUNDADA la denuncia interpuesta por presunta infracción a los artículos 18° 

y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor en contra de la 

empresa SOUTH PACIFIC, y ordenar que la empresa como medida 

correctiva de oficio que en un plazo máximo de 30 días hábiles cumpla con 

efectuar bajo su costo la revisión y reemplazo del sistema de airbags 

instalado en el vehículo, entregar a la señora Merino una constancia de la 

operatividad y funcionamiento adecuado del sistema de airbags.  

➢ Imponer una multa a dicha empresa ascendente a 3 UIT y el pago de dicha 

empresa de los costos y costas del procedimiento. 

 

Fundamentos de la resolución 

  

➢ Señaló que obran en el expediente la carta del 30 de diciembre de 2013 

cursada por el gerente comercial de MG y en su pie de página los datos de 

la empresa South Pacific sobre el reclamo efectuado por el denunciante.  

➢ Obra en el expediente la copia de cotización 129-1 y 129-2 efectuada por 

Skberge al vehículo a favor de la compañía de seguros que habría solicitado 

dicha cotización.  Señaló que también obra la declaración única de aduanas 

donde se verifica que el importador es South Pacific y además obra la copia 

de inscripción en el registro vehicular, donde se aprecia que la primera 

inscripción se realizó a favor del señor Luis Fernández Salvatierra, así como 

la transferencia de propiedad y finalmente adquirido por la señora Merino, 

hecho que constata que ni Limautos ni Skberge participaron en dichas 

trasferencias. 

➢ Según los documentos de importación del bien y la carta del 30 de diciembre 

del 2013, se ha podido verificar que South Pacific fue el importador el vehículo 



y quien lo puso a disposición en el mercado, por lo que no existen más medios 

de prueba que acrediten que las empresas restantes participaron en los 

hechos de la materia. 

Señaló que de los medios probatorios se verifica que durante el accidente si 

bien el denunciante no es el propietario, estaba haciendo uso y disfrute como 

consumidor final del bien. Por dicho motivo el denunciante califica como 

consumidor. 

➢ Señaló que, con respecto al accidente sufrido por el denunciante, se ha 

verificado que no se activaron las bolsas de aire, conforme se puede apreciar 

de la revisión del Reporte Técnico MG 001-2013. En ese sentido, se ha 

acreditado el defecto alegado. Señaló que, si bien el denunciando explicó 

porque no se habrían activado las bolsas de aire, esta manifestación no 

contaba con sustento técnico para acreditar lo estipulado. Así mismo señaló 

que la empresa no ha demostrado que el modelo de vehículo vendido al 

denunciante únicamente activaba sus sistemas de airbags ante una colisión 

frontal severa. 

 

1.9. Recurso de apelación  

 

Con fecha 24 de septiembre del 2014, South Pacific Motor Perú interpone 

recurso de apelación contra resolución final de primera instancia, 

fundamentando lo siguiente: 

 

Fundamentos del recurso 

 

➢ Señaló que, según el Código de Protección al Consumidor, una relación de 

consumo se genera en el momento en el que se materializa una contratación, 

siendo de ese modo y atendiendo a las circunstancias, se puede apreciar que 

el denunciante no fue quien adquirió el vehículo ni es propietario del mismo 

por tanto no se ha acreditado la existencia de una relación de consumo. 

➢ La resolución apelada no ha tomado en consideración que en el accidente el 

denunciante se encontraba en estado etílico, ebrio lo que evidencia la 

responsabilidad del mismo para verificar y determinar si el choque 

corresponde a una situación accidental o resultado de la ebriedad. 

➢ Señaló que de la revisión de dicha resolución se aprecia que la Comisión no 

ha valorado que, de la revisión del vehículo a través del equipo técnico, 

verificó que el sistema de airbags se encontraba operativo y funcionando 

adecuadamente. Así mismo señaló que no se ha valorado el informe técnico 

que explica la forma en cómo funcionaba el sistema de bolsas de aire y la 

razón por la que dicho sistema no se activó en el accidente. 

 

1.10. Resolución de la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

 

Con fecha 06 de julio del 2015 la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor resolvió REVOCAR la resolución que declaró fundada la denuncia 

contra la empresa South Pacific, y en reformándola declarar INFUNDADA la 

misma. 



 

Fundamentos de la resolución 

 

➢ Señaló que si bien no se entabló una relación contractual con el denunciante 

y que el mismo no figuraba como propietario del vehículo, lo cierto es que de 

lo expresado por la denuncia se puede apreciar que utilizaba el bien y que 

mientras ocurrió el siniestro él se encontraba conduciendo el vehículo. 

➢ Precisan que no comparten la posición de la Comisión, en tanto que, si bien 

las circunstancias en las que se activa el sistema de airbags son particulares 

de cada vehículo, es necesaria cierta severidad en el impacto; de otro modo, 

el accionante del sistema y la consecuente salida de las bolsas, atendiendo 

a la velocidad en la que se inflan entre otros aspectos. Por ello la sola 

constatación del choque no necesariamente implica que se active el sistema 

de airbags. 

➢ Señaló que del reporte técnico del 26 de septiembre del 2013 se procede a 

la inspección del vehículo, dejando constancia de los daños, la falta de 

afectación grave en la estructura frontal y el comportamiento satisfactorio de 

los elementos de seguridad pasiva y finalmente señaló que el denunciante no 

ha presentado medios de prueba que contradigan lo afirmado en el informe 

técnico presentado por South Pacific sobre la magnitud del choque. 

 

II. IDENTIFICACION Y ANALISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

 

En base a la revisión y análisis del expediente, se han podido verificar los 

siguientes problemas, los cuales constituyen los aspectos principales de la 

controversia: 

 

1. Determinar si el denunciante tuvo la calidad de consumidor  

 

El problema identificado resulta de relevancia en su análisis, pues el mismo 

genera controversia para la resolución del conflicto. De esta forma tal como se 

puede apreciar en el expediente, dos de las empresas denunciadas cuestionan 

la calidad de consumidor del denunciante, alegando que el mismo no tendría 

este status, debido a que no adquirió el vehículo. En base a ello, la controversia 

se genera en lo manifestado tanto por los denunciado como por el denunciante: 

 

- Skbergé: “el denunciante no es quien adquirió el vehículo, ni tampoco es el 

propietario conforme se aprecia en la manifestación policial presentado por 

la denunciante, por lo tanto, no tiene la calidad de consumidor” 

- South Pacific: “el señor Sangalli no es propietario del vehículo, por lo que no 

integra una relación de consumo, al no tener la calidad de consumidor” 

- Denunciante: “utilizo el vehículo como destinatario final, por lo que debo ser 

considerado como consumidor en este caso” 

 

Tal como se aprecia, se genera una controversia en cuestión a la calidad de 

consumidor del denunciante, hecho que debe ser analizado debido a la 

importancia del mismo. 



2. Determinar si los denunciados tenían la calidad de proveedores o si por el 

contrario debería ampararse la excepción de falta de legitimidad para obrar. 

 

El presente problema, también resulta necesario de análisis, ya que la calidad 

de proveedor de las empresas ha sido cuestionada por los mismos, alegando 

que no tienen tal calidad debido a que no han sido quienes han vendido, 

importado y comercializado dicho vehículo. Dicha controversia radica en lo 

siguiente:  

- Limautos: “el vehículo materia de controversia no fue vendido por la empresa, 

en tanto según la boleta de venta 001-0000534, el referido vehículo fue 

adquirido a la empresa South Pacific, la cual es una persona jurídica distinta 

a la suya. 

- Skbergé: “no ha intervenido en la venta del vehículo, por lo que considera 

que no posee la calidad de proveedor frente al producto cuestionado. 

- Sangalli: “según la información que recabó, Skbergé, Limautos y South 

Pacific serían la importadora, prestadora y distribuidora, respectivamente del 

vehículo materia de denuncia”. 

 

Tal como se aprecia, la controversia radica en el hecho que de ambas empresas 

desconocen sobre la venta del vehículo, es decir desconocen que hayan 

participado como proveedores, siendo que la empresa Skbergé presenta 

excepción de falta de legitimidad para obrar pasiva, por no tener relación con la 

venta. Sin embargo, el denunciante alega que las tres empresas habrían 

participado en la comercialización de dicho vehículo.  

 

3. Determinar si se ha vulnerado el artículo 18° y 19° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, referido al deber de idoneidad.  

            

Este problema resulta fundamental de análisis, ya que el mismo constituye el 

aspecto principal de la problemática, es decir es la premisa sobre la cual se 

presenta la denuncia, es por ello que resulta de importancia en análisis. Así 

mismo determinar si se ha vulnerado o no el deber de idoneidad por parte de la 

empresa denunciada, permitirá evidencia si la denuncia resulta fundada o 

infundada. En ese sentido, dicha problemática se evidencia en lo siguiente: 

- Sangalli: “señaló que sufrió un accidente vehicular en el cual el sistema de 

bolsas de aire no se activó, aumentado el riesgo de daños sufridos. En ese 

sentido la empresa denunciada no habría cumplido con el deber de 

idoneidad”. 

 

4. Determinar si el desarrollo del íter procedimental se ha llevado a cabo en 

cumplimiento de los principios y garantías del debido procedimiento. 

 

Resulta importante determinar si se ha configurado el principio del debido 

procedimiento en el desarrollo del mismo, si bien resulta de un aspecto que 

radica en la forma en como se ha desarrollado y resuelto el problema 

(procedimental), es imprescindible analizar dicha premisa, ya que en caso no se 

haya aplicado dicho principio, se estarían vulnerando los derechos de las partes 



en el procedimiento y se ocasionaría una lesión a un derecho fundamental, el 

cual se encuentra reconocido en la Constitución Política del Perú. 

 

En ese sentido, cabe precisar que el principio del debido procedimiento resulta 

de un derecho que se debe encontrar todo procedimiento sancionador, debido a 

que el mismo se encarga de garantizar que dicho procedimiento se ha llevado a 

cabo conforme a los parámetros que establece el ordenamiento jurídico. 

 

III. POSICION FUNDAMENTADA 

 

3.1  Posición sobre las resoluciones  

 

- Posición respecto a la resolución emitida por la Comisión de Protección    al 

Consumidor  

Con respecto a la resolución emitida en primera instancia, debo precisar que no 

me encuentro de acuerdo con declarar fundada la denuncia interpuesta, debido 

a que la instancia no valoró adecuadamente los medios de prueba, hecho que 

permite emitir una resolución no idónea ni acorde a derecho. De esta forma se 

precisa acerca de todo lo que respecta a la valoración de los medios probatorios. 

Valorar los medios de prueba implica verificar si dichos medios de prueba 

acreditan o responden a lo alegado en los hechos. En un primer sentido, valorar 

significa reconocer o estimar valor a una determinada cosa, teniendo en cuantos 

diversos elementos, que para el presente caso se refiere a los medios de prueba. 

Obando Blanco (2013) señala que: 

La valoración es el juicio de aceptabilidad (o de veracidad) de los resultados 

probatorios (las hipótesis). La valoración constituye el núcleo del 

razonamiento probatorio; es decir, del razonamiento que conduce, a partir de 

las informaciones aportadas al proceso a través de los medios de prueba, a 

una afirmación sobre hechos controvertidos.  

Tal como lo señala el autor, la valoración implica aceptabilidad, veracidad de una 

determinada cosa, la cual deviene de los resultados de las hipótesis que se han 

planteado a lo largo del proceso. Esta valoración, tal como lo señala constituye 

el centro o núcleo del razonamiento probatorio, es decir que permite a partir de 

la misma comprobar las afirmaciones postuladas por las partes en el proceso, y 

encontrar la verdad sobre los hechos en los cuales recae la controversia. 

Así mismo el autor refiere que:  

El sistema jurídico, por medio del denominado derecho a la prueba, exige la 

aplicación de reglas de la epistemología o la racionalidad generales para la 

valoración de la prueba. La valoración de la prueba no puede ser una 

operación libre de todo criterio y cargada de subjetividad, sino que debe estar 

sometida a las reglas de la lógica, de la sana crítica, de la experiencia. 



Tal como se señala, la valoración no resulta de una operación libre del juez, la 

cual se dota de solamente subjetividad, por el contrario, está sometida a las 

reglas de la lógica, sana critica, esto en razón de prevenir que las resoluciones 

emitidas se constituyan como arbitrarias. Así mismo la razón de ser de dicha 

interdicción, deviene en garantías que asientan el debido proceso, y el derecho 

para las partes que este implica. 

Cabe precisar que encontrar la verdad de los hechos es la finalidad de la 

actividad probatoria, y es debido a ello que la valoración implica objetividad y 

lógica, aspectos que derivan de los parámetros establecidos en el ordenamiento 

jurídico para un debido proceso. 

Nieva Fenoll (2010)señala que: 

Por tanto, en conclusión, siguiendo al Prof. Serra, la valoración de la prueba 

sería el examen crítico de los medios de prueba, siempre con máximas de 

experiencia, impuestas por la ley o deducidas por el juez. Ése es justamente 

el momento del iter probatorio objeto de nuestro estudio. (…) Por tanto, 

podemos dar el concepto en cuestión por identificado. Ante un resultado de 

prueba, sea la declaración de un sujeto, sea la lectura de un documento, o 

sea el estado de cosas que observe el juez en un reconocimiento judicial, 

dicho juzgador no podrá quedar indiferente al verse en la necesidad de 

juzgar. Por ello, utilizando su raciocinio deberá sacar unas conclusiones 

sobre lo que ha escuchado o visto. Esa extracción de conclusiones sería la 

valoración de la prueba. (Pág. 27) 

En ese sentido, se estipula que la valoración de la prueba también se constituye 

como un examen crítico sobre todas las pruebas aportadas por las partes en el 

proceso. Se hace también referencia a las máximas de experiencia, la cuales 

son conclusiones empíricas que tienen como fundamento lo que generalmente 

se observa a lo largo del tiempo, es decir conclusión de hechos que se han 

generado por la experiencia del juez, quien a lo largo de su carrera ha resuelto 

indeterminados casos. De igual forma se establece que estas máximas de 

experiencias son impuestas por la ley o deducidos por el mismo juez. 

Es por ello que, ante cualquier medio de prueba presentado al proceso, es 

obligación del juez utilizar su raciocinio para establecer conclusiones sobre todo 

lo que ha escuchado o visto, en relación a los medios de prueba. Esta verificación 

de conclusiones se establece como la valoración. 

De igual forma, resulta necesario establecer la diferencia entre valorar e 

interpretar, para identificar correctamente el fin de la valoración de la prueba. Se 

establece que interpretar es fijar un resultado, cuando hablamos de los medios 

probatorios y valorar significa dar credibilidad. Esta diferencia resulta importante 

de identificar, ya que, en la etapa procesal de la valoración de la prueba, la 

operación mental que realiza el juez es la de interpretar el resultado que se 

obtendrá de los medios de prueba. Posterior a ello, el juez realizara la valoración 

aplicando lo estipulado por el ordenamiento jurídico. 

El Tribunal Constitucional (2005)estipula que: 



Se trata de un derecho complejo que está compuesto por el derecho a ofrecer 

medios probatorios que se consideren necesarios, a que estos sean 

admitidos, adecuadamente actuados, que se asegure la producción o 

conservación de la prueba a partir de la actuación anticipada de los medios 

probatorios y que estos sean valorados de manera adecuada y con la 

motivación debida, con el fin de darle el mérito probatorio que tenga en la 

sentencia. La valoración de la prueba debe estar debidamente motivada por 

escrito, con la finalidad de que el justiciable pueda comprobar si dicho mérito 

ha sido efectiva y adecuadamente realizado. 

Tal como lo señala el Tribunal Constitucional, el derecho a la prueba resulta un 

derecho complejo, ya que implica determinados aspectos tales como ofrecer 

medios probatorios y que los mismo sean admitidos y que sean asegurados a 

partir de la actuación anticipada y que sean valorados de manera adecuada. Es 

debido a ello y de la serie de derechos que se desprende de la presentación de 

la prueba, se estipula una interdicción de la arbitrariedad, la cual se asienta en 

la correcta valoración de la prueba.  

Esta valoración constituye el derecho tanto en el proceso como el procedimiento 

administrativo, es por ello que lo estipulado en el artículo 197 del Código 

Procesal Civil, es aplicable: “Todos los medios probatorios son valorados por el 

Juez en forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la 

resolución sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes 

que sustentan su decisión”. 

Dicho artículo señala que la valoración de los medios de prueba se realiza de 

forma conjunta, esto significa que todas las pruebas presentadas por las partes, 

debe valorarse como una sola, de forma sistemática, mediante una apreciación 

de forma razonada y objetiva. Se estipula también que en la resolución se 

expresaran solo las valoraciones esenciales que sustentan la decisión. En ese 

sentido Alfaro Valverde (2016) señala que: 

Esto supone al menos dos cuestiones: i) que debe precisar los datos 

empíricos asumidos como elementos de prueba, de las inferencias que se 

han formulado y de los criterios utilizados para extraer sus conclusiones 

probatorias; y ii) que debe dar cuenta de los criterios con que se justifica la 

valoración conjunta de los distintos elementos de prueba, así como de las 

razones que fundamentan la elección final para que la hipótesis sobre el 

hecho esté justificada. (Pág. 78) 

En ese sentido, el juez para valorar precisara todos los elementos empíricos 

asumidos, así como los de prueba, las inferencias y los criterios objetivos para 

la resolución del caso en concreto, hecho que aplica en el procedimiento 

administrativo. En segundo lugar, debe precisar cuáles son los criterios utilizados 

para valorar los medios de prueba de forma conjunta. 

En base a ello y todo lo analizado, con relación al procedimiento materia de 

análisis, se establece que la Comisión no valoró adecuadamente el medio 

probatorio consistente en el Reporte Técnico Mg 001-2014 el cual estipula de 



forma detallada y especifica los supuestos en los cuales se activaba el sistema 

de bolsas de aire de acuerdo al modelo del vehículo. Así se estipula que el 

informe técnico de fecha 26 de septiembre del 2013 deja constancia de la falta 

de afectación grave del vehículo. 

En ese sentido, la Comisión al establecer que el reporte Mg 001-2013 solo se 

limitó a verificar los daños del vehículo (…) y que si bien el denunciado explicó 

en sus descargos los motivos (…), dicha información no contaba con suficiente 

sustento técnico, deja evidenciar que no valoró adecuadamente los medios 

probatorios presentados por los administrados, hecho que no permite dictar una 

resolución acorde a derecho y sobre todo atendiendo al debido procedimiento. 

 

- Posición respecto a la resolución emitida por la Sala de Protección al 

Consumidor  

Respecto a la resolución emitida por la Sala, debo precisar que me encuentro de 

acuerdo con lo resuelto al declarar infundada la denuncia incoada, debido a que 

este si valoró adecuadamente los medios de prueba y atendió al debido 

procedimiento. Al valorar adecuadamente los medios de prueba, la resolución 

emitida está dotada de una correcta motivación y constituye prueba de un debido 

procedimiento. 

Con respecto la motivación de la resolución se debe precisar que esta deriva de 

la correcta valoración de los medios probatorios, y al valorar los mismos de forma 

inadecuada la motivación que se expresa en la resolución también es 

inadecuada. En ese sentido, me encuentro de acuerdo con la resolución emitida 

en esta instancia porque motivo adecuadamente. 

La motivación de una resolución es la fundamentación y exteriorización de las 

razones que se han utilizado para declarar fundada o infundada la denuncia 

interpuesta. Es decir que la administración tiene que expresar todos los criterios 

que ha utilizado para resolver de tal forma, argumentando en todo momento 

dichos criterios. Es derecho se encuentra reconocido en la Constitución Política 

del Perú, en el artículo 139 inciso 5, estipulado que toda persona tiene derecho 

a la motivación de las resoluciones, derecho que deviene de la función 

jurisdiccional y el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 

Dicho derecho, también se encuentra regulado en el numeral 4 del artículo 3° de 

la LPAG y en el Artículo 6° del mismo cuerpo legal, como requisito de validez de 

los actos administrativos, tal y como puede apreciarse a continuación: “4. 

Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico”. “La motivación 

deberá ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los hechos 

probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones jurídicas 

y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el acto 

adoptado”. 

Tal como refieren dichos artículos, la motivación debe consignarse de forma 

expresa y en proporción al contenido mediante una relación concreta y directa 



de los hechos probados, esto es de la valoración de los medios probatorios, lo 

que justifica la relación entre la valoración y motivación. Al respecto León Luna 

(2015) señala que:  

Así, el cumplimiento del Principio de Debida Motivación permite que el 

administrado tenga el derecho de conocer anticipadamente y mediante una 

clara y motivada descripción, los hechos analizados por la Administración 

Pública y la fundamentación jurídica llevada a cabo para dicho análisis, 

siendo que, de no garantizarse dicha situación, se corre el riesgo de que el 

pronunciamiento de la autoridad competente revista características de 

arbitrariedad. (Pág. 317) 

Tal como lo refiere el autor, la debida motivación se constituye además de un 

derecho como un principio rector del debido procedimiento administrativo, que 

permite al administrado que pueda conocer los hechos analizados y la 

fundamentación jurídica que se llevó a cabo para el análisis, esto implica la 

valoración de los medios de prueba ya que en caso contrario estaríamos ante 

una resolución arbitraria. 

Es por ello, que la debida motivación también requiere de rigurosidad, lo que se 

manifiesta en lo estipulado por Salinas Solís y Malaver Silva (2008): 

Además, los jueces supremos han señalado como una de las finalidades del 

deber de justificación, que las razones que sustenten la decisión jurisdiccional 

sean de conocimiento de las partes procesales; sin embargo, consideramos 

que la sola alusión al término “razones” es insuficiente; y que lo correcto 

hubiera sido indicar que la justificación implica expresar razones tanto de 

hecho como de derecho. Es más, no solo basta que el Juez manifieste dichas 

razones, sino que sean calificadas por el auditorio como correctas o buenas 

y se observen los principios del razonamiento practico que postula la Teoría 

de la Argumentación Jurídica 

El hecho de que la motivación de resoluciones implique un deber de justificación, 

sustentado en expresar las razones del análisis del caso, implica rigurosidad, 

más aún si tal como lo señala el autor debemos es insuficiente solo hacer alusión 

a “razones” siendo que se debería consignar “razones de hecho y de derecho”. 

Así mismo esta rigurosidad se ve plasmada en la premisa que señala que dichas 

razones deben ser calificadas como correctas o buenas, haciendo alusión a la 

teoría de la argumentación jurídica. 

En base a ello, se dilucida que la debida motivación tal como lo señala Arana 

(2011)“(…) prohíbe la arbitrariedad y reclama el servicio objetivo al interés 

general, a la vez que también se concentra en el sometimiento pleno de la 

administración a la ley y al derecho (…)”. En ese sentido, la prohibición de la 

arbitrariedad y el servicio objetivo al interés general justifica que la debida 

motivación sea rigurosa, por ello se encuentra sometida a lo que dispone la ley 

y el derecho. Así mismo resulta importante señalar lo que estipula también este 

autor “(…) la fuerza jurídica del acto administrativo procede de su presunción de 

legitimidad, de su adecuación al interés general, parece lógico que la motivación 



esté conectada (…) a las razones de interés público que justifican la confección 

del acto administrativo”.  

Lo que afirma el autor, resulta trascendental para justificar la motivación de las 

resoluciones, en el ámbito de un procedimiento administrativo, ya que se hace 

referencia a la presunción de legitimidad y el interés público, aspectos que, para 

nuestro ordenamiento jurídico, generan seguridad en la actuación de la 

administración y función jurisdiccional. 

 

Finalmente, cabe señalar lo estipulado por el Tribunal Constitucional (2010) 

acerca del derecho a la debida motivación de las resoluciones: 

El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales es una 

garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las 

resoluciones no se encuentren justificadas en el mero capricho de los 

magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el ordenamiento 

jurídico o los que se derivan del caso. Sin embargo, no todo ni cualquier error 

en el que eventualmente incurra una resolución judicial constituye 

automáticamente una violación del contenido constitucionalmente protegido 

del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales. 

 

De igual forma se establece como una garantía contra la arbitrariedad, señalando 

que dicha justificación se refiere a que las resoluciones no sean el resultado del 

capricho sea de la administración o el juez, sino por el contrario sean cuestiones 

objetivas derivadas del caso. Así mismo cabe señalar que la motivación si resulta 

deficiente o no acorde a derecho, iría en contra de lo estipulado por la 

Constitución, es por ello que, si se quiere una debida motivación, siempre se 

debe hacer alusión a la correcta valoración de los medios de prueba. En esta 

línea de pensamiento, el Tribunal (2006) señala también que:  

(…) Esas razones, por lo demás, pueden y deben provenir no sólo del 

ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios hechos 

debidamente acreditados en el trámite del proceso. Sin embargo, la tutela del 

derecho a la motivación de las resoluciones judiciales no debe ni puede servir 

de pretexto para someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya 

decididas por los jueces ordinarios. 

 

La motivación deviene, como lo asevera el Tribunal, de los hechos debidamente 

acreditados en el proceso o procedimiento. Asimismo se establece que este 

derecho no puede servir como un pretexto para que se reevalúen las cuestiones 

de fondo, esto cuando hablamos de que la resolución ya ha sido revisada por 

órganos de menor jerarquía. 

 

De igual forma, generalmente si bien una resolución puede verse motivada, la 

misma puede adolecer de vicios que acarrean que la misma no resulte válida, 

tales como: una motivación aparente, la cual se caracteriza por la inexistencia 

de motivación, siendo que la estipulado resulta solo aparente, ya que no se da 

cuenta de las razones mínimas que sustenten la decisión, una motivación 

insuficiente, la cual se caracteriza por los argumento presentados no son 



suficientes para sustentar la decisión y una motivación defectuoso en la cual se 

encuentran errores lógico o incongruentes. 

 

En base a todo lo señalado, se estipula que la Comisión al no valorar 

adecuadamente los medios de prueba, la resolución emitida no estaba dotada 

de una motivación adecuada, hecho que si cumplió la Sala, pues al valorar de 

forma correcta, emitió una resolución en la cual se puede apreciar una debida 

motivación, esto es ha expresado las razones y justificado las mismas, sobre la 

cual ha emitido su decisión, así mismo dicha motivación no incurre ni aparente o 

defectuosa o insuficiente, por el contrario atiende a los parámetros del debido 

procedimiento; por lo que me encuentro de acuerdo con dicha resolución.  

 

3.2 Posición sobre los problemas identificados  

 

- Determinar si el denunciante tuvo la calidad de consumidor  

 

En este punto corresponde determinar si el denunciante tuvo la calidad de 

consumidor y debido a ello, tener la legitimidad para interponer la denuncia. En 

base a ello, corresponde realizar un análisis de todo lo referente a la calidad de 

consumidor. 

 

En primer lugar, cabe precisar la definición que da el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor (CPDC) en su artículo IV inciso 1 del Título Preliminar:  

1. Consumidores o usuarios  

1.1 Las personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan 

como destinatarios finales productos o servicios materiales e inmateriales, 

en beneficio propio o de su grupo familiar o social, actuando así en un 

ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional. No se considera 

consumidor para efectos de este Código a quien adquiere, utiliza o disfruta 

de un producto o servicio normalmente destinado para los fines de su 

actividad como proveedor. 

1.2 Los microempresarios que evidencien una situación de asimetría 

informativa con el proveedor respecto de aquellos productos o servicios 

que no formen parte del giro propio del negocio.  

1.3 En caso de duda sobre el destino final de determinado producto o 

servicio, se califica como consumidor a quien lo adquiere, usa o disfruta. 

 

El Código establece que son consumidores o usuarios, las personas naturales o 

jurídicas, en este primer aspecto se establece que las personas jurídicas pueden 

constituirse como consumidor, al igual que una persona natural, hecho que 

puede no resultar factible siendo que las empresas generalmente suelen 

constituirse como proveedores; sin embargo, esta primera premisa se 

complementa con una segunda, la cual estipula que se debe tratar de un 

consumidor final o destinatario final, fuera del ámbito empresarial. Este segundo 

supuesto implica que no será consumidor un empresario o un proveedor, lo cual 

se afirma en el final del inciso 1. 



Cabe señalar que, pese a la restricción de las empresas para constituirse como 

consumidores, si estas realizan actividades adquiriendo productos o servicios 

actuando en un ámbito distinto a su actividad empresarial y sin un propósito 

comercial, pueden adquirir esta calidad, tal como lo señalan los Lineamientos de 

Protección al Consumidor aprobados por Resolución No. 599-2016/ILCCPC. 

 

En la que se establece que, el Código otorga la calidad de consumidores a las 

microempresas, la cual tiene como fundamento que los microempresarios 

también pueden presentar asimetrías informativas, lo que sucede con un 

consumidor común, de igual forma se les protege como consumidores, debido al 

hecho de que los productos o servicios no resultan inherente a la actividad de la 

microempresa, de tal forma que los mismos microempresarios no necesitan de 

conocimiento especializados tales como los tendría un proveedor. Finalmente, 

reitera que se califica como consumidor, a quien que con un determinado servicio 

lo adquiere, usa o disfruta. 

 

Maraví Contreras (2013)señala que: 

Por lo antes mencionado, es muy importante que el consumidor que solicita 

protección (ya sea persona natural o jurídica) sea el destinatario final, es 

decir, aquel que adquiere, utiliza o disfruta un bien o servicio para fines 

personales, familiares o de su entorno social inmediato. ¿Por qué no 

simplemente se considera consumidor a cualquiera que adquiere un 

producto? Porque se desea proteger a los verdaderos consumidores, a los 

últimos en la cadena de consumo. (Pág. 33) 

 

Tal como refiere el autor, los consumidores resultan no solo ser aquellos quienes  

adquieren un producto, sino quienes adquieren, utilizan o disfrutan un bien o 

servicio ya sea para fines personales, familiares o de su entorno social inmediato. 

En ese sentido, se garantizan los derechos de aquellas personas que actúan 

como últimos agentes en la cadena de consumo. 

 

Asimismo se establece que generalmente se concibe al consumidor, como la 

persona que satisface sus necesidades o deseo de adquirir un producto o 

servicio a cambio de una remuneración. En ese sentido, si una persona natural 

adquiere un servicio o producto para satisfacer sus necesidades o la de su 

familia, será considerado como consumidor, y si aplicamos la definición del 

código, se puede establecer que los familiares que disfrutan de dicho bien 

también se les puede considerar como consumidores. 

 

De igual forma, Aldana Ramos y Gagliuffi Piercechi (2004) estipula que: 

Esto quiere decir que el consumidor a quien la normatividad sobre protección 

al consumidor tutela, es un consumidor estándar, esto es, un sujeto que no 

es ni sumamente especializado en intercambios comerciales específicos, ni 

sumamente inexperto en ellos, lo cual se explica por el hecho de que la Ley 

no puede detenerse a brindar protección a quienes actúan con 

irresponsabilidad o descuido, pues, de admitirse ello, se generarían 

situaciones de ineficiencia en el tráfico económico. (Pág. 51) 



Como lo refiere el autor, el consumidor el cual protege el Código resulta ser un 

consumidor estándar, es decir aquella persona que no resulta especializado en 

temas comerciales específicos ni tampoco es un inexperto, sino por el contrario 

aquella persona con cierto grado de cultura, mas no aquel que actúa de forma 

irresponsable. Dicha premisa nos señala que consumidor puede ser una persona 

que actúa con diligencia ordinaria o aquel que actúa con irresponsabilidad, dando 

que el marco de protección resulta solo para el primero, pese a que el segundo 

también califica como consumidor. Esta premisa responde a lo que la doctrina y 

legislación llama como “consumidor razonable”, aquel que actúa con diligencia 

ordinaria y se informa antes de adquirir un determinado producto o servicio. 

 

De igual forma, según el Tribunal Constitucional (2005) el consumidor: 

(…) deviene en el fin de toda actividad económica; es decir, es quien concluye 

el círculo económico satisfaciendo sus necesidades y acrecentando su 

bienestar a través de la utilización de los productos y servicios ofertados en 

el mercado. En puridad, se trata de una persona natural o jurídica que en 

virtud de un acto jurídico oneroso adquiere, utiliza o disfruta de determinados 

productos (como consumidor) o servicios (como usuario) que previamente 

han sido ofrecidos al mercado. 

 

De ello, se puede afirmar que resulta innegable que la calidad de consumidor se 

genera de una relación jurídica entre un proveedor y una determinada persona, 

la cual al suscribir esta relación para que se le otorga un determinado servicio o 

producto en el contexto comercial, adquiere dicha calidad, siempre que dichos 

productos o servicios sean de aprovechamiento personal, familiar o de su 

entorno inmediato. Por tanto, la calidad de consumidor no resulta aplicable a 

cualquier persona, sino solo a aquellos que están vinculados a los proveedores 

dentro de un contexto de una relación jurídica a título oneroso, la cual se 

desarrolla en un contexto desarrollado por el mercado.  

 

En base a todo lo desarrollado, corresponde determinar si el denunciante tiene 

la calidad de consumidor, que para dicho efecto corresponde afirmar que si viene 

el denunciante no fue quien adquirió el vehículo ni el propietario del mismo, fue 

el destinatario final y quien utilizo el producto. En ese sentido, cabe señalar lo 

estipulado por el Código, el consumidor es la persona natural o jurídica que 

adquiere utiliza o disfruta como destinatario final (…). 

 

Sobre lo dicho por la norma se verifica de la revisión de los medios probatorios 

que el propietario quien adquirió el vehículo fue la mamá del denunciante, sin 

embargo, de la revisión de los mismos medios de prueba se ha podido 

comprobar que la fecha señalada por el accidente era el denunciante quien, 

hacía uso del producto, esto es utilizándolo y disfrutándolo. 

 

En ese sentido, tal como lo afirma la doctrina, legislación y jurisprudencia el 

denunciante tendría la calidad de consumidor, ya que habría hecho uso del 

producto en el momento del accidente, es decir utilizó el vehículo como 

destinatario final, lo que lo califica como consumidor. De igual forma respecto al 



supuesto desperfecto alegado por el denunciante, cabe señalar que los mismos 

se habrían ocasionados en contra del mismo, por lo que goza de derecho para 

interponer la denuncia, siendo consumidor. 

 

Como complemento de lo estipulado, según el Tribunal Constitucional (2004) “El 

consumidor –o usuario- es el fin de toda actividad económica; es decir, es quien 

cierra el círculo económico satisfaciendo sus necesidades y acrecentando su 

bienestar a través de la utilización de una gama de productos y servicios”. En 

este caso, fue el denunciante quien cerro el circulo económico en la relación 

jurídica, ya que fue el destinatario final en la utilización del vehículo. 

 

- Determinar si los denunciados tenían la calidad de proveedores o si por 

el contrario debería ampararse la excepción de falta de legitimidad para 

obrar. 

 

Habiendo determinado la calidad de consumidor del denunciante, corresponde 

determinar si las empresas denunciadas tienen la calidad de proveedores, con 

respecto a la venta del vehículo. En ese sentido, se realizará un análisis en todo 

lo que respecto a la calidad de proveedor.  

 

En primer lugar, se analiza la definición que el Código de Protección al 

Consumidor establece en cuanto a la calidad de proveedor, en su artículo IV del 

Título Preliminar, inciso 2:  

2. Proveedores. - Las personas naturales o jurídicas, de derecho público o 

privado, que de manera habitual fabrican, elaboran, manipulan, 

acondicionan, mezclan, envasan, almacenan, preparan, expenden, 

suministran productos o prestan servicios de cualquier naturaleza a los 

consumidores. En forma enunciativa y no limitativa se considera proveedores 

a: 

1. Distribuidores o comerciantes. - Las personas naturales o jurídicas que 

venden o proveen de otra forma al por mayor, al por menor, productos o 

servicios (…). 

2. Productores o fabricantes. - Las personas naturales o jurídicas que 

producen, extraen, industrializan o transforman bienes intermedios o finales 

para su provisión a los consumidores.  

3. Importadores. - Las personas naturales o jurídicas que importan productos 

para su venta o provisión en otra forma en el territorio nacional.  

4. Prestadores. - Las personas naturales o jurídicas que prestan servicios a 

los consumidores. 

 

En ese sentido, el Código establece un límite en cuanto a los alcances del 

concepto de proveedor, estableciendo que solo se les considera proveedores a 

las personas jurídicas o naturales que en determinados lugares se dedican de 

forma común y habitual al producción y comercialización de bienes y servicios. 

Cabe resaltar en este punto, el término “habitual”, ya que necesariamente para 

que una persona sea considera proveedor, esta debe comercializar o fabricar 

producto o prestar servicios de forma continua como su actividad cotidiana, esto 



quiere decir que el proveedor será aquel que es un profesional en la actividad 

comercial. En ese punto, el Código establece 4 incisos en los cuales denomina 

a quienes se les puede considerar proveedores. 

 

En el inciso 1 señala como proveedores a los distribuidores o comerciantes, 

refiriéndose a los mimos como aquellas personas que sea al por mayor o menor 

proveen de bienes y servicios. En este caso se señala como ejemplo la venta de 

productos en un mercado, siendo que el distribuidor siempre está en contacto 

directo con el comerciante, realizando una serie de gestiones y trámites como 

elaboración de pedidos, facturas y promociones. 

 

En el inciso 2 hace referencia a los productores y fabricantes, siendo que los 

mismos producen y fabrican determinados bienes y servicios en favor de los 

consumidores, los cuales los adquieren a cambio de una compensación. En el 

inciso 3 se refiere a los importadadores, aquellos que traen determinados bienes 

fuera del territorio nacional al mismo, para comercializarlos y venderlos.  

 

Finalmente, en el inciso 4, se refiere a los prestadores los cuales prestan 

servicios de cualquier índole a los consumidores. 

 

En el presente caso, la parte denunciante señala que las tres empresas habrían 

participado en la comercialización del vehículo, por tanto, tienes la calidad de 

proveedores y deben responder de forma solidaria. Para determinar si las 

empresas resultan en calidad de proveedor, se debe también tener en cuenta 

que debe existir una relación de consumo con el denunciante, ya que en caso 

contrario dicha calidad no puede ser atribuible. 

 

La relación de consumo es aquel vínculo que se establece entre un proveedor y 

un consumidor de carácter oneroso, mediante el cual el proveedor provee de un 

determinado producto o servicio para que el consumidor lo adquiera y utilice 

como destinatario final a cambio de una remuneración. Al respecto Thorne León 

(2010)señala que: 

Así, la sociedad ofrece un espacio económico común a distintos agentes 

(consumidores y proveedores) para que estos confluyan con sus intereses, 

necesidades y aportes particulares, en torno al objetivo general de generar 

bienestar a través del intercambio. En este marco, se constituyen diversas 

relaciones entre los miembros de la sociedad, que generarán transacciones 

sobre bienes y servicios. (Pág. 62) 

 

Según refiere el autor, el fundamento sobre las relaciones de consumo, radica 

en el hecho que los consumidores procuran siempre la satisfacción de sus 

necesidades y es debido a ello que la sociedad otorga un espacio económico 

para la satisfacción de dichas necesidades, siendo de esta forma que constituyen 

diversas relaciones con otras personas, las cuales generaran transacciones 

sobre determinados bienes y servicios. En ese sentido, la razón de la satisfacción 

de sus necesidades genera que creen un vínculo con un proveedor, lo cual es 

una relación, una de consumo. Así mismo Cajarville Peluffo (2003) señala que: 



"Consumidor" y "proveedor" son conceptos legales que se condicionan 

recíprocamente; sólo se es legalmente "consumidor" en relación con algún 

"proveedor", y a la inversa sólo cabe ser "proveedor" de algún "consumidor". 

Esta recíproca dependencia conceptual la destacan las definiciones legales 

al establecer en ambos casos que uno y otro lo son "en una relación de 

consumo". (Pág. 157) 

 

En ese sentido, la relación de consumo se genera debido a que los conceptos 

de proveedores y consumidores son recíprocos, dado la necesidad de que para 

que sean considerados como consumidores y proveedores, debe existir una 

relación de consumo, uno respecto al otro. 

 

En base a ello, para el caso de la empresa Skbergé, de la revisión de los medios 

probatorios se puede apreciar que dicha empresa no participó en las 

transferencias del vehículo que se detallan, es decir que no participó en la 

comercialización del vehículo, por lo tanto, no califica como el proveedor del 

denunciante.  

 

Para el caso de la empresa Limautos en los argumentos del denunciante, se ha 

señalado que la misma empresa no participó de la transacción del vehículo. De 

igual forma de la revisión de los medios probatorios de puede apreciar que de la 

Boleta de Venta presentada por el denunciante quien habría vendido el vehículo 

habría sido South Pacific, no consignándose Limautos como empresa que 

participó en dicha venta. 

 

Asimismo, de los documentos de importación del vehículo, se aprecia que no fue 

esta empresa quien lo importó, por el contrario, se afirma que fue South Pacific. 

En ese sentido se ha demostrado que tanto la empresa Skbergé como Limautos 

no han tenido participación como proveedores en la venta del vehículo. Si bien 

dichas empresas se enmarcan dentro de la definición que establece el Código 

de Protección al Consumidor, carecen de un elemento sustancial para 

considerarlos proveedores respecto a un determinado consumidor, el cual es a 

la relación de consumo. 

 

Al no existir una relación de consumo, se estipula que no tienen la calidad de 

proveedores respecto a dicho consumidor, por lo tanto, no se deben enmarcar 

en el procedimiento, siendo por dicho extremo improcedente la denuncia, ya que 

los mismo están exentos de responsabilidad alguna. 

 

De igual forma con respecto a la empresa South Pacific, se ha determinado en 

base a la valoración de los medios de prueba que es la empresa que importó, 

comercializó y vendió el vehículo al denunciado, por lo que si tiene la calidad de 

proveedor respecto a dicho consumidor.  

 

En base a todo lo señalado, se determina de igual forma que la calidad de 

proveedor solo es asignable a todas las personas que reúnan los parámetros 

establecidos en el Código de Protección y Defensa del Consumidor y siempre 



que tengan una relación de consumo con determinado consumidor. Como 

complemento de todo lo señalado, Villota expresa que: 

Son elementos de la relación de consumo: las partes, el producto o 

servicio, y la contraprestación económica. El producto o servicio deben 

ser física o jurídicamente posible, es decir deben existir y ser permitida su 

comercialización; no podrían ser materia del contrato productos o 

servicios prohibidos o de carácter ilícito.  

 

Para el presente caso se configuran todos los elementos de una relación de 

consumo, South Pacific y el denunciante como las partes, el vehículo como 

producto y la contraprestación económica que se pagó por el vehículo. De igual 

forma el producto resulta física y jurídicamente posible, así como se puede 

comercializar. 

 

- Determinar si se ha vulnerado el deber de idoneidad  

 

Habiendo determinado la calidad de proveedor de la empresa South Pacific, 

corresponde en este punto determinar si dicha empresa ha vulnerado el deber 

de idoneidad y por lo tanto ha incurrido en responsabilidad administrativa. El 

deber de idoneidad implica que entre el producto que se ha ofertado y lo que 

recibe el consumidor debe existir una relación. Rodríguez García (2014) señala 

al respecto que: 

La ahora Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió, en tal 

sentido, que: “[…] el deber de idoneidad se materializa en que los productos 

y servicios que el proveedor pone en circulación en el mercado respondan a 

las expectativas de un consumidor razonable”. Asimismo, se desarrolló que 

“el concepto que subyace a la protección de la idoneidad de los servicios 

consiste en garantizar la satisfacción de las expectativas del consumidor […] 

sobre la base de esta expectativa, se presume que un producto es idóneo 

para los fines y usos previsibles para los cuales normalmente éstos se 

adquieren en el mercado. (Pág. 304) 

 

Tal como lo refiere el autor, el deber de idoneidad implica que los productos o 

servicios que se han puesto en el mercado respondan a las expectativas de los 

consumidores que los adquieren. En ese sentido, el estado otorga un marco de 

protección a las expectativas del consumidor, siendo que ellos deben recibir lo 

que se les ha ofertado. De igual forma se señala que un producto o servicio 

resulta idóneo cuando cumple con los fines para el cual ha sido puesto en el 

mercado. 

 

Es decir que si un proveedor ofrece un determinado producto o servicio con 

determinadas características en el mercado y un consumidor lo adquiere, dicho 

producto o servicio con esas características debe ser puesto en manos del 

consumidor, debido a que así lo ha ofertado el proveedor. En esta situación, el 

consumidor al ver dicho producto o servicio, se genera una expectativa, y es la 

misma la que se garantiza mediante este deber. 



Se establece que el fundamento de este deber se encuentra en que si el 

proveedor ha puesto una oferta que resulta más atractiva en el mercado, el 

consumidor opto por ella de entre todos los proveedores debido a la forma en 

como ha sido ofertado, es por ello que los proveedores tienen el deber y 

obligación de responder a dichas ofertas.  

 

Asimismo este deber se encuentra contemplado en el artículo 18 del CDPC, el 

cual señala que: “Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un 

consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le 

hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y 

circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del producto o 

servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso”. 

De dicho artículo se puede apreciar que la idoneidad también comprende que 

las expectativas del consumidor atienden a la naturaleza del producto en función 

de la publicidad que hubiese recibido. 

 

De igual forma Salas Valderrama (Salas Valderrama, 2010) señala que: 

Ahora bien, el deber de idoneidad, por su lado, refiere a que los proveedores 

deben entregar los bienes y prestar los servicios tal cual como ellos se 

comprometieron por medio de su oferta. (…) Los productos o servicios deben 

responder a los usos y fines para los cuales fueron fabricados o ideados, de 

acuerdo a lo que esperaría un consumidor razonable. Por tanto, el deber de 

idoneidad consiste en que el proveedor es responsable por la 

correspondencia entre la calidad ofertada y la calidad que recibe el 

consumidor en su adquisición”. Por tanto, existe un supuesto de falta de 

idoneidad cuando no existe coincidencia entre lo que el consumidor espera y 

lo que el consumidor recibe, naturalmente lo que el consumidor (razonable) 

espera depende de la información y la calidad que el proveedor le ha 

brindado. (Pág. 189) 

 

Tal como se refiere el autor, el deber de idoneidad también responde a un 

compromiso que hace el proveedor al ofertad un determinado producto o 

servicio, ya que los mismo deben responder a los fines para el cual ha sido 

puesto en el mercado. Así mismo se habla de la satisfacción de expectativas de 

un consumidor razonable, de aquel que se informa y responde a un estándar 

mínimo de razonabilidad, ya que el mismo al recibir la información proporcionada 

por el proveedor genera la idea del producto o servicio. 

 

Para el presente caso, si la empresa South Pacific vendió el vehículo al 

denunciante sin un sistema de bolsas de aire o los mismo con defectos, habría 

vulnerado el deber de idoneidad y por lo tanto habría incurrido en responsabilidad 

administrativa; sin embargo, la acreditación de una causa objetiva puede eximirla 

de responsabilidad. En ese sentido, corresponde señalar que en la afectación 

del deber de idoneidad debe concurrir siempre una relación de causalidad, para 

que de esta forma el daño que se ha ocasionado sea imputable al proveedor y 

en base a ello atribuirle responsabilidad administrativa. 



En primer lugar corresponde señalar que la responsabilidad administrativa se 

genera por infracción al deber de idoneidad y vulneración a las disposiciones del 

CPDC, tal como se señala en su artículo 104 “El proveedor es 

administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad, el riesgo 

injustificado o la omisión o defecto de información, o cualquier otra infracción a 

lo establecido en el presente Código y demás normas complementarias de 

protección al consumidor, sobre un producto o servicio determinado”. 

 

Dicho artículo estipula que el proveedor responderá administrativamente por la 

calidad e idoneidad de los productos o servicios, así como por el deber de 

información y cualquier otra infracción a la norma. La responsabilidad 

administrativa genera que el proveedor sea sometido a un procedimiento 

sancionador, en el cual se le interpondrán medidas correctivas como sanción al 

daño que ha ocasionado. 

 

Sin embargo, en el segundo párrafo del artículo 104 se estipula que: “El 

proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la 

existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure ruptura 

del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho, determinante de un 

tercero o de la imprudencia del propio consumidor afectado”. Se presenta de esta 

forma la exoneración de responsabilidad a quien se le imputa la misma, mediante 

la acreditación de una causa objetiva y justificada y no previsibles, así como 

supuestos en los que interviene la fuerza mayor, la imprudencia de un tercero o 

la del mismo consumidor. 

 

En ese sentido, cabe señalar que dichas condiciones para eximir de 

responsabilidad al proveedor constituyen una ruptura del nexo causal, el cual se 

conceptualiza como la relación que debe existir entre la conducta del proveedor 

y daño que se ha generado. Con relación a ello Beltrán Pacheco (Beltrán 

Pacheco, 2004)señala que: 

La «relación causal» es entendida como el nexo existente entre el hecho 

determinante del daño (evento dañoso) y el daño propiamente dicho. Esta 

relación causal es importante porque nos permitirá determinar dos aspectos 

principales: a) Entre una serie de hechos susceptibles de ser considerados 

hechos determinantes del daño cuál es aquel que lo ocasionó (causa) y b) 

Entre una serie de daños susceptibles de ser indemnizados cuáles 

merecerán ser redistribuidos. (Pág. 260) 

 

Es entonces que, si el proveedor acredita la ruptura del nexo causal mediante 

una causa justificada y objetiva, o mediante eventos de fuerza mayor, hechos 

producidos por terceros o por el propio consumidor, será eximido de toda 

responsabilidad que se le quiera imputar.  

 

En este punto cabe señalar que es deber del consumidor que imputa la 

responsabilidad, acreditar el defecto y que el mismo sea atribuible al proveedor, 

siendo que el mismo acreditara que el defecto no le es imputable. En ese sentido, 

cabe señalar que el denunciante alegó que frente a un choque del vehículo que 



había adquirido de la denunciada, el sistema de bolsas de aire no se activó, no 

reduciendo el daño del impacto, lo que constituye una afectación al deber de 

idoneidad. Así mismo presentó medios de prueba que acreditaron que 

efectivamente dicho sistema no se activó en el impacto del vehículo, por lo que 

en este caso se ha acreditado el defecto. 

 

En base a ello, acreditado el defecto corresponde al denunciado acreditar que el 

mismos no le es atribuible. Al respecto South Pacific señaló que las bolsas de 

aire no se activaron debido a que no todo impacto que sufra un vehículo ocasiona 

necesariamente el despliegue del sistema airbag, ya que el airbag frontal se 

activa solo ante colisiones frontales severas y que las condiciones del accidente 

del denunciante no reunían las características de un impacto severo, por lo tanto, 

el sistema de bolsas de aire no se activó. Así mismo adjunto como medio de 

prueba el reporte técnico Mg 001-2014, señalando cuales son las condiciones 

en las que se activan las bolsas de aire de forma detallada y precisa para el 

modelo de vehículo que utilizaba el denunciante. 

 

En ese sentido, la sola constatación del choque no hace evidente la activación 

de las bolsas de aire, por el contrario, se requiere de cierta severidad. Dicha 

afirmación se corrobora con el medio de prueba consistente en el reporte técnico 

de fecha 26 de septiembre del 2013, en el cual se estipula en las conclusiones 

que las características del accidente no hicieron necesaria la activación del 

sistema de bolsas de aire. 

 

Entonces, de la valoración de los medios de prueba, se puede concluir que el 

accidente sufrido por el denunciante no resultaba de tal severidad que hicieran 

necesaria la activación de las bolsas de aire, hecho que no ha sido desvirtuada 

por la parte denunciante ya que no ha presentado medio probatorio alguno para 

dicha premisa. 

 

Es así que South Pacific ha presentado una causa objetiva que lo exime de 

responsabilidad por falta del deber de idoneidad, hecho que determina que no 

se ha vulnerado dicho deber y por lo tanto no le es imputable el supuesto de 

responsabilidad administrativa. 

 

- Determinar si el desarrollo del íter procedimental se ha llevado a cabo 

en cumplimiento de los principios y garantías del debido procedimiento. 

 

Habiendo determinado los problemas de fondo del expediente, corresponde 

determinar si el procedimiento administrativo se ha llevado en cumplimiento de 

los principio y garantías del debido procedimiento. En ese sentido corresponde 

analizar todo lo referente al debido procedimiento. 

 

El debido procedimiento administrativo, implica que se deben cumplir con todas 

las garantías que ofrece el mismo procedimiento, atendiendo siempre a los 

derechos de los administrados. Cabe señalar que parte de la doctrina lo llama el 



debido proceso en sede administrativa, en ese sentido Rojas Franco (2011) 

señala que: 

El debido proceso es, así, una garantía formal para el administrado en el 

sentido de que deben cumplirse todos los actos y/o fases procedimentales 

que la ley exige para que una decisión o resolución (acto final) pueda 

calificarse con validez a la luz del ordenamiento jurídico. En un plano material, 

el debido proceso otorga al administrado la garantía de que podrá hacer valer 

sus derechos en el ámbito y escenario de la administración.  (Pág. 184)  

 

Tal como lo señala el autor, el debido procedimiento comprende una garantía 

formal para los administrados, de tal forma que se garantizan que todos los actos 

procedimentales que la ley establece para todo procedimiento administrativo se 

cumplan a cabalidad y en base a ello emitir una resolución justa y válida tal como 

lo reconoce nuestro ordenamiento jurídico.  

 

Sin embargo, se debe establecer que no solo resulta de una garantía formal, sino 

que es necesario de un control material, que se encargue de verificar que el 

contenido de todo acto administrativo se deslinde de los parámetros que 

establece el ordenamiento jurídico.  

 

Cabe resaltar que se construye al debido procedimiento como un estándar que 

genera garantías, y permite que los derechos de los administrados sean 

asegurados y no se incida en arbitrariedad y dicho procedimiento sea justo y 

acorde a derecho. 

 

El numeral 2 del inciso 1 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General estipula que: “Los administrados gozan de 

todos los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento 

administrativo, que comprende el derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer 

y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y fundada en derecho”.  

 

Asimismo en el artículo 230 inciso 2 estipula que: “Las entidades aplicarán 

sanciones sujetándose al procedimiento establecido respetando las garantías 

del debido proceso”. 

 

El articulo IV estipula como derechos de un debido procedimiento, el derecho 

exponer argumentos, a presentar pruebas, a solicitar la palabra, a la motivación 

de resoluciones, etc. Es decir que las acciones que realizan los administrados 

en el procedimiento, constituyen también parte de un debido procedimiento, 

siempre que la administración les confiera dichas acciones o en caso contrario 

fundamente adecuadamente porque no los ampara. El articulo 230 hace 

referencia a la aplicación de sanciones, esto es a las medidas correctivas que 

puedan imponer en estos casos, señalando que para ello es necesario que se 

sujeten a las garantías que se derivan del debido procedimiento. 

 

Guzmán Napurí (2001) señala que: 



En sede administrativa es necesario también que se emita una resolución 

justa. Cuando hacemos referencia a una resolución justa en particular 

queremos decir que esta decisión no podrá ser arbitraria. Ello implica, en 

consecuencia, que la citada decisión se sustente en una aplicación de la 

norma jurídica vigente a los supuestos de hecho del caso concreto. Lo 

señalado en el párrafo precedente significa además que el acto administrativo 

se emite, no en uso de facultades discrecionales, sino en uso de facultades 

regladas y predeterminadas de la Administración Pública. (Pág. 342) 

 

En el presente párrafo, se explica sobre la resolución emitida por la autoridad 

administrativa, la cual debe estar revestida o dotada de todos los elementos que 

evitan la arbitrariedad, esto es que debe estar debidamente motivada, que se 

sustente en cuestiones objetivas y aplique correctamente el derecho. En ese 

sentido el acto administrativo no debe revestir solamente facultades 

discrecionales de la autoridad administrativa, sino por el contrario debe ser 

emitido con una correcta aplicación de facultades que ya están establecidas y 

predeterminadas. 

 

Dicha resolución debe contener entonces, garantías mínimas indispensables 

para los administrados, los cuales además de conocer la motivación en dicha 

resolución, tiene derecho a recurrir con la finalidad de que un órgano superior 

revise la resolución de tal instancia. 

 

Cabe señalar que los recursos impugnatorios también forman parte del debido 

procedimiento, siendo que deben ser amparado por la autoridad cuando cumplan 

los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico. En ese sentido, no solo 

se ofrecen las mínimas condiciones a los administrados para afrontar un 

procedimiento administrativo, sino que se garantizan que sus actuaciones sean 

respondidas en el tiempo establecido y de acuerdo a los parámetros de un 

procedimiento. 

 

Para el presente caso, se observa que, en la presentación de la denuncia, la 

autoridad administrativa respondió en el tiempo establecido emitiendo resolución 

sobre la misma; así mismo se ejerció el derecho de defensa, y la autoridad 

administrativa ejercicio de oficio incorporar a dos empresas para el 

procedimiento, fundamentando la misma. En el desarrollo del íter procedimental 

respecto a la presentación de la denuncia y la presentación de los descargos, se 

han respetado las garantías de un debido procedimiento administrativo. 

 

Respecto a la resolución de primera instancia, se observa que la autoridad 

administrativa motivó el razonamiento que utilizó para emitir su decisión, esto es 

que expresó las razones que utilizó para declarar fundada la denuncia. Si bien 

dicha motivación se basó en una inadecuada valoración de los medios de 

prueba, la autoridad administrativa expreso el razonamiento y fundamento el 

mismo, lo que permite evidenciar que atendió al debido procedimiento 

administrativo. 

 



Respecto al recurso de apelación interpuesto por el denunciante, se debe 

consignar que el mismo fue amparado en atención al derecho de pluralidad de 

instancias, derecho constitucionalmente reconocido y que fue aplicado por la 

autoridad administrativa, lo que garantiza el debido procedimiento administrativo. 

 

Finalmente, con respecto a la resolución final de la Sala debo precisar que la 

misma fue motivada adecuadamente y en base a una correcta valoración de los 

medios de prueba, lo que garantiza la efectividad y finalidad del recurso de 

apelación, señalando en que errores ha incurrido la primera instancia y como 

debió resolver. 

 

Todos estos actos, forman en conjunto el íter procedimental en el procedimiento 

administrativo sancionador, íter que ha cumplido y llevado a cabo en 

cumplimiento de los principios y garantías del debido procedimiento, lo que 

permite evidenciar que la resolución final para el caso en concreto se ha 

efectuado de forma idónea. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

1. La Comisión no valoró adecuadamente el medio probatorio consistente 

en el Reporte Técnico Mg 001-2014 el cual estipula de forma detallada y 

especifica los supuestos en los cuales se activaba el sistema de bolsas 

de aire de acuerdo al modelo del vehículo. Así se estipula que el informe 

técnico de fecha 26 de septiembre del 2013 deja constancia de la falta de 

afectación grave del vehículo, hecho que no consideró la Comisión. 

 

2. La Sala Especializada de Protección al Consumidor realizó una correcta 

valoración de los medios de prueba y en base a ello se establece que 

emitió una resolución en la cual se puede apreciar una debida motivación, 

esto es ha expresado las razones y justificado las mismas, sobre la cual 

ha emitido su decisión, así mismo dicha motivación no incurre ni aparente 

o defectuosa o insuficiente, por el contrario, atiende a los parámetros del 

debido procedimiento. 

 

3. El denunciante tendría la calidad de consumidor, ya que habría hecho uso 

del producto en el momento del accidente, es decir utilizó el vehículo como 

destinatario final, lo que lo califica como consumidor. De igual forma 

respecto al supuesto desperfecto alegado por el denunciante, cabe 

señalar que los mismos se habrían ocasionados en contra del mismo, por 

lo que goza de derecho para interponer la denuncia, siendo consumidor. 

 

4. La empresa Skbergé como Limautos no han tenido participación como 

proveedores en la venta del vehículo. Si bien dichas empresas se 

enmarcan dentro de la definición que establece el Código de Protección 

al Consumidor, carecen de un elemento sustancial para considerarlos 



proveedores respecto a un determinado consumidor, el cual es a la 

relación de consumo. 

 

5. Se ha determinado en base a la valoración de los medios de prueba que 

South Pacific es la empresa que importó, comercializó y vendió el vehículo 

al denunciado, por lo que si tiene la calidad de proveedor respecto a dicho 

consumidor. 

 

6. De la valoración de los medios de prueba, se puede concluir que el 

accidente sufrido por el denunciante no resultaba de tal severidad que 

hicieran necesaria la activación de las bolsas de aire, hecho que no ha 

sido desvirtuada por la parte denunciante ya que no ha presentado medio 

probatorio alguno para dicha premisa. Es entonces que South Pacific ha 

presentado una causa objetiva que lo exime de responsabilidad por falta 

del deber de idoneidad, hecho que determina que no se ha vulnerado 

dicho deber y por lo tanto no le es imputable el supuesto de 

responsabilidad administrativa. 

 

7. El íter procedimental del procedimiento administrativo sancionador ha 

cumplido y llevado a cabo en cumplimiento de los principios y garantías 

del debido procedimiento, lo que permite evidenciar que la resolución final 

para el caso en concreto se ha efectuado de forma idónea. 
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VI. ANEXOS 
 

 

 














































































































































































































































































































































































































































































































































































































